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Decreto Número 134

Viedma, 4 de febrero del 2000.

VISTO: la Ley de Ministerios Nº 3329 y los decretos Nº 2.118/90 y Nº 264/93; y

CONSIDERANDO:

Que el punto 4) del inciso b) del artículo 16° de la Ley de Ministerios Nº 3329 asigna al Ministro de Coordinación, en su carácter de Secretario General de la Gobernación, el ordenamiento de bienes inmuebles y automotores oficiales;

Que la ex Secretaría General de la Gobernación tenía a su cargo la administración y asignación de las viviendas oficiales, siendo autoridad de aplicación de los decretos Nº 2118/90 y Nº 264/93;

Que atendiendo al nuevo encuadre estructural del área, es conveniente sancionar una nueva norma, compilando en un solo cuerpo los principios ordenadores del manejo de las casas oficiales;

Que es necesario optimizar la distribución de viviendas oficiales a los distintos funcionarios, respondiendo a criterios racionales, fijando las prioridades por riguroso orden jerárquico y evitando el pago de alquileres;

Que se advierte que, producido el cese de funciones, no siempre es reintegrada la vivienda con la celeridad requerida, de lo que se deriva que el número de casas ocupadas supera al de los funcionarios en actividad que han requerido en su momento la provisión al Estado;

Que aún recuperando algunas viviendas, no es posible disponer de ellas en forma inmediata por los trabajos de refacciones que es necesario practicar, los cuales, en ciertos casos, demandan montos importantes, lo que condiciona el tiempo de los trabajos;

Que es necesario recuperar aquellas viviendas cuya ocupación no se ajuste al marco legal, para lo cual es necesario instruir y facultar expresamente a la Secretaría General Administrativa y de Control de Gestión del Ministerio de Coordinación para que a través de sus dependencias específicas efectúe todas las diligencias que fuere menester a fin de obtener el recupero de los inmuebles, lograr su desocupación por parte de quien no estuviere legalmente habilitado para residir en ellos y perseguir el resarcimiento por los daños que hubieren sufrido los bienes del Estado;

Que dichas facultades deben incluir la capacidad de dictar los actos administrativos que dispongan la caducidad de las asignaciones, expedir notificaciones fehacientes en representación del Estado, celebrar convenios de desocupación; solicitar la intervención de la Fiscalía de Estado en el marco de la ley N° 2629 y cualquier otra diligencia que conduzca a lograr el fin perseguido de recuperar para el Estado la posesión de las viviendas.

Por ello, y de acuerdo a las facultades y deberes fijados por el artículo 181 inciso 5 de la Constitución de la Provincia de Río Negro,

El Gobernador de la Provincia de Río Negro

D E C R E T A:

Artículo 1º - Apruébase el Reglamento de Viviendas Oficiales, el que, como Anexo I, forma parte integrante del presente decreto, designando como autoridad de aplicación del mismo a la Secretaría General Administrativa y de Control de Gestión del Ministerio de Coordinación.

Artículo 2°.- Facúltase a la Secretaría General Administrativa y de Control de Gestión a dictar los actos administrativos y providencias que resultaren necesarias para efectivizar las disposiciones del presente decreto, acorde a los procedimientos establecidos en el Anexo I.

Artículo 3°.- E1 Ministerio de Coordinación aprobará los modelos de contrato de comodato y de convenio de desocupación, que serán de aplicación conforme el procedimiento descripto en el Anexo I.

Artículo 4°.- Encomiéndase a la Secretaría General Administrativa y de Control de Gestión, a través de las reparticiones de su dependencia: Dirección General de Administración y Dirección de Viviendas Oficiales, Talleres y Servicios Generales, la realización de un ordenamiento del actual estado de situación de las viviendas oficiales, procurando la desocupación de las mismas cuando estuvieren habitadas por terceros ajenos al sector público o que no reúnan los requisitos legales para ocupar una vivienda oficial. Asimismo deberá procurar la regularización administrativa en los casos en que los moradores posean la vivienda en forma legítima.

Artículo 5°.- Prohíbese toda contratación de inmuebles destinados a viviendas que no se ajusten al marco normativo del presente decreto.

Artículo 6°.- Deróganse los decretos Nº 21118/90 y Nº 264/93.

Artículo 7º - El presente Decreto será refrendado por el Sr. Ministro de Coordinación.

Artículo 8º - Regístrese, comuníquese, publíquese, tómese razón, dése al Boletín Oficial y archívese.

VERANI – MARTINEZ

ANEXO I

REGLAMENTO DE VIVIENDAS OFICIALES

Artículo 1°.- Por el presente reglamento se establecen normas para la administración y uso de viviendas oficiales, con excepción de la residencia del Sr. Gobernador y las viviendas del personal policial, y se fija el régimen de compensación especial por reconocimiento de alquiler de vivienda para funcionarios y personal del Poder Ejecutivo.

Art. 2°.- Defínese como viviendas oficiales a aquellos inmuebles de propiedad del Estado provincial o que estén bajo su posesión por cualquier título, sobre las que se disponga su afectación al uso como unidad habitacional por parte de funcionarios y personal jerárquico de la administración central, organismos descentralizados y entes autárquicos.

Art. 3°.- E1 beneficio del uso de una vivienda oficial en comodato a un funcionario será procedente cuando el asiento de las funciones esté distante a más de treinta (30) kilómetros del domicilio real que el beneficiario registrare al momento de su designación en el cargo.

Art. 4°.- La asignación de una vivienda oficial para el uso por parte de los funcionarios mencionados en el artículo 2° del presente reglamento se efectuará con carácter de "adjudicación en comodato" mediante resolución de la Secretaría General Administrativa y de Control de Gestión. Dictada la misma, previo a la ocupación del inmueble, deberá cumplimentarse la suscripción de un contrato de comodato entre la Dirección General de Administración del Ministerio de Coordinación y la persona a la cual se asignare la vivienda, de acuerdo al modelo a aprobar por Resolución del Señor Ministro de Coordinación.

Art. 5°.- Los pedidos de asignación de una vivienda oficial a quien corresponda, deberán presentarse ante el Ministro de Coordinación por el titular de la jurisdicción solicitante, mediante nota donde consten los fundamentos de la solicitud. Autorizada la misma, será girada a la Secretaría General Administrativa y de Control de Gestión para el dictado de la resolución respectiva.

El Ministro de Coordinación fijará las prioridades para la asignación y distribución de las viviendas oficiales según su tipo y categoría. Asimismo, en caso de no existir unidades habitacionales disponibles, podrá autorizar eventualmente, la compensación por el pago de alquiler o alojamiento. En este caso, el gasto que demande dicha compensación deberá ser afrontado por la jurisdicción solicitante.

Art. 6°.- En todos los casos, el comodato es gratuito y no genera otro derecho que el uso del inmueble en virtud de una asignación fundada en la función que el comodatario cumple en la administración estatal. Cuando el funcionario cesara en su cargo, emergerá ipso facto la obligación de devolver la vivienda al Estado.

Art. 7°.- La caducidad de la asignación de una vivienda oficial y la resolución del comodato, sea de común acuerdo o en forma unilateral, se producirá mediante el dictado de una resolución por parte de la Secretaría General Administrativa y de Control de Gestión o por el Ministro de Coordinación. E1 derecho de uso de la vivienda oficial concedido por el Estado al comodatario se extingue por alguna de las causas siguientes:

a) por la voluntad del comodatario de restituir el inmueble;

b) cese del comodatario en las funciones que dieron origen a la asignación de una vivienda oficial, excepto cuando sea designado en otra función que le otorgue las condiciones necesarias para la asignación de una unidad habitacional;

c) por cualquier otra causa que implique la desvinculación del comodatario del servicio estatal activo;

d) por decisión expresa del Ministro de Coordinación;

e) por decisión de la autoridad de aplicación, fundada en el incumplimiento de alguna cláusula contractual del comodato que resulte causal de rescisión del mismo;

f) por fallecimiento del comodatario;

En todos los casos, se concederá a quien deba dejar una vivienda un plazo prudencial para hacer efectiva la desocupación, el cual no podrá exceder los sesenta (60) días.

Por razones excepcionales y fundadas debidamente, podrá extenderse dicho plazo mediante resolución del Ministro de Coordinación.

Art. 8°.- Configurada alguna de las causales para la caducidad del derecho otorgado al comodatario, la Secretaría General Administrativa y de Control de Gestión dictará resolución fundada disponiendo la resolución del contrato de comodato, otorgando un plazo al comodatario para la desocupación y restitución del inmueble. Este acto administrativo deberá notificarse al comodatario u ocupante del inmueble personalmente, por cédula, carta documento o por edictos, cuando correspondiera, bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento de su parte, de instruir a la Fiscalía de Estado para que en función de la ley N° 2629 efectivice el desahucio del inmueble.

Art. 9°.- En todos los casos en los que, resuelta la caducidad o rescisión, se concedieren plazos para la desocupación efectiva del inmueble y hubiere acuerdo por parte del administrado, la Dirección General de Administración o la Dirección de Viviendas Oficiales, Talleres y Servicios Generales suscribirá con éste un convenio de desocupación en fecha cierta.

Art. 10°.- En caso de no ser acatada la resolución de caducidad o rescisión por el comodatario u ocupantes del inmueble, y una vez agotados los plazos previstos en los artículos 7° y 8°, o cuando no se diere cumplimiento al convenio de desocupación, la autoridad de aplicación girará las actuaciones a la Fiscalía de Estado a fin de perseguir el desalojo del inmueble, el cobro de los importes diarios o mensuales en concepto de cláusula penal, que estarán fijados en los respectivos contratos, y, si correspondiere, el resarcimiento de los daños y perjuicios que hubiere sufrido el Estado a causa del incumplimiento del comodatario o los ocupantes del inmueble al momento de notificarse la medida y/o por el estado en que se encuentre la vivienda.

Art. 11°.- La entrega de una vivienda asignada al comodatario se hará efectiva a través de la Dirección de Viviendas Oficiales, Talleres y Servicios Generales, bajo acta donde conste el estado de la misma e inventario de los bienes patrimoniales existentes. Esta repartición abrirá y conservará en custodia un legajo por cada vivienda asignada, donde constarán como mínimo, la resolución de asignación y el contrato de comodato.

Art. 12°.- Los comodatarios u ocupantes autorizados de viviendas oficiales quedan obligados a observar y cumplir lo siguiente:

a- cuidar el mantenimiento y el buen estado de conservación del inmueble, instalaciones de servicios, mobiliario y elementos entregados para su uso en la vivienda;

b- hacerse cargo del pago por el consumo de los servicios de electricidad, gas, agua, telefonía y televisión por cable o satelital, en el caso de los funcionarios definidos en el artículo 17° de la ley Nº 3.052. Los demás comodatarios deberán, además, abonar los gastos por expensas comunes e impuestos y tasas municipales;

c- si decidiere restituir el inmueble por propia voluntad, comunicarlo a la Dirección de Viviendas Oficiales, Talleres y Servicios Generales con anticipación de por lo menos siete (7) días corridos anteriores a la fecha de la efectivización;

d- reponer o abonar el importe de los bienes muebles, artefactos o cualquier otro elemento inventariado en la vivienda que hubieren sufrido roturas o desperfectos que le fueren imputables por falta de mantenimiento o uso indebido,

e- facilitar el acceso al personal designado para efectuar inspecciones y/o relevamientos patrimoniales en la vivienda, siempre y cuando mediare notificación previa;

f- hacer entrega del inmueble, muebles, artefactos y demás elementos bajo control de inventario patrimonial, así como de las llaves de la vivienda a la Dirección de Viviendas Oficiales, Talleres y Servicios Generales. E1 incumplimiento por parte del comodatario de las premisas del presente artículo y/o la violación de lo dispuesto en los artículos 15° y 16° son causales que justifican la resolución del contrato de comodato en forma unilateral por parte de la autoridad de aplicación y habilitan la formulación por parte del Estado de reclamos resarcitorios por daños y perjuicios si correspondiere.

Art. 13°.- En relación con el uso de las viviendas oficiales, corresponderá a la Dirección de Talleres y Viviendas Oficiales:

a- la entrega y recepción de las viviendas constatando su estado e inventario;

b- disponer las tareas de mantenimiento, ya sean con personal de su dependencia, de otras áreas de la administración pública o por terceros contratados al efecto, determinando y supervisando las reparaciones o trabajos que deban efectuarse y formular los presupuestos respectivos;

c- la confección, actualización y custodia de los legajos a que hace referencia el artículo 11° y los controles de inventario por el responsable de bienes patrimoniales de la jurisdicción;

d- el control de la caducidad de las asignaciones y de las fechas de vencimiento de los plazos concedidos;

e- velar por el estado y conservación de las unidades habitacionales;

f- proveer a la actualización del registro de propiedades que lleva la Dirección General de Administración;

g- a los efectos del cumplimiento de sus funciones, queda facultada a inspeccionar las viviendas. A tal fin, deberá notificar previamente al morador con anticipación de por lo menos veinticuatro (24) horas.

Art. 14°.- La provisión de mobiliario y otros elementos de uso doméstico en las viviendas oficiales, estarán a cargo de la jurisdicción en la cual tenga funciones el comodatario, debiendo éste constituirse en depositario de los bienes a los efectos del régimen patrimonial.

Art. 15°.- Queda expresamente prohibido a los comodatarios retirar muebles, artefactos o elementos de la vivienda a la cual fueron destinados, como así también transferirlos sin autorización ni control de inventario a otro inmueble o darlos a terceros a cualquier título. Sólo por razones expresamente fundadas, la Dirección de Viviendas Oficiales, Talleres y Servicios Generales podrá disponer movimientos de muebles o artefactos, previa comunicación y conformidad de la Dirección de Administración de la jurisdicción en la cual estuvieren inventariados dichos bienes patrimoniales.

Art. 16°.- Toda modificación, ampliación y/o refacción y/o reparación de instalaciones de servicios a efectuarse en una vivienda oficial deberá ser solventada por la jurisdicción en la cual tenga sus funciones el comodatario. En los casos en que las reformas y / o ampliaciones alteren la estructura o fachada original del edificio deberá darse intervención a la Secretaría de Estado de Obras y Servicios Públicos. Si fuere necesario la confección de planos y realizar trámites de aprobación de los mismos, el costo será igualmente afrontado por la jurisdicción de revista del comodatario.

Art. 17°.- Cuando por el rango o funciones correspondiere la asignación de una vivienda a alguna de las personas encuadradas en el artículo 2° y la autoridad de aplicación comunicare la falta de disponibilidad, previa autorización del Ministro de Coordinación, el titular de la jurisdicción en la cual tuvo origen la solicitud podrá disponer la asignación de un monto mensual en concepto de compensación por alquiler, hasta tanto se supere la indisponibilidad de una unidad habitacional. La compensación o "reconocimiento de alquiler" se hará con los montos y modalidades que establezca el Ministerio de Coordinación.

Art. 18°.- Se extinguirá el derecho a percibir el reconocimiento en compensación por alquiler cuando la autoridad de aplicación informare de la disponibilidad de vivienda, aunque quien la hubiere solicitado rehusare recibirla o, recibiéndola, no la ocupase, o cuando se verifique alguna de las causales señaladas en el artículo 7°.

Art. 19°.- Mientras se tramite la asignación de una vivienda o el reconocimiento compensatorio por alquiler y hasta la firma del contrato, en forma transitoria y por un plazo no mayor de sesenta (60) días corridos, el funcionario tendrá derecho al pago de los gastos de alojamiento en hotel, comprendiendo a él mismo y su grupo familiar conviviente.

Art. 20°.- Los gastos emergentes del reconocimiento de alquiler o de alojamiento serán afrontados por la jurisdicción en la cual reviste el funcionario solicitante.

	Observación: Dejo constancia que esta norma no fue leída ya que se encuentra en B. Histórica: Norberto 12/05/08 – Lorena Victoria.


